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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, veinticuatro (24) de junio de dos mil quince (2015)

	RADICADO:

	05001 33 33 020 2015-00622 00

	TRAMITE
	CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL

	SOLICITANTE 
	SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO

	SOLICITADO
	INNOVACIÓN TECNOLÓGICA LTDA -INNOVATEK LTDA

	TEMA:
	PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO - RETRIBUCIÓN CONTRACTUAL

	DECISIÓN
	APRUEBA CONCILIACIÓN 

	INTERLOCUTORIO 
	No. 


Resuelve el Despacho la aprobación o improbación de los términos del acuerdo conciliatorio celebrado entre la INNOVACIÓN TECNOLÓGICA LTDA -INNOVATEK LTDA y el SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO, el día 25 de mayo de 2015 ante el Procurador 107 Judicial II para asuntos Administrativos.

I. ANTECEDENTES

El SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO, actuando por conducto de apoderada judicial constituido para el efecto, presentó solicitud de conciliación prejudicial ante el Procurador Delegado ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, con el propósito de conciliar con la empresa INNOVACIÓN TECNOLÓGICA LTDA -INNOVATEK LTDA, las pretensiones de un eventual medio de control de carácter contractual, con el fin de reconocer  en el acta de conciliación la obligación para el  SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO de pagar a la sociedad convocada la suma de diecinueve millones ochocientos cuarenta y siete mil seiscientos pesos ($19.847.600), como contraprestación por los servicios prestados al Instituto en desarrollo del objeto del contrato No. 362 de 2014, a través de la consignación a la cuenta que la sociedad designe para el caso.
Fundamenta su petición en los hechos que se resumen de la siguiente manera: 

El 06 de noviembre de 2014, el SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO elaboró los estudios previos del contrato No. 362 de 2014, para  contratar el mantenimiento, calibración y suministro de repuestos de los espectrofotómetros de absorción atómica marca THERMO FISHER SCIENTIFIC de los laboratorios de Cali y Medellín del Servicio Geológico Colombiano, a través de la modalidad de contratación directa de conformidad con lo establecido  en el numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007.
En la etapa precontractual se tramitó la expedición del Certificado de Disponibilidad Presupuestal (CDP), en el caso concreto por el Grupo de Presupuesto  certificó que existía la disponibilidad presupuestal libre de afectación mediante el CDP No. 163514 de fecha 13 de noviembre de 2014.
Tras el cumplimiento de los requisitos precontractuales, el 26 de noviembre de 2014 el SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO y la empresa INNOVACIÓN TECNOLÓGICA LTDA -INNOVATEK LTDA suscribieron el contrato de prestación de servicios 362 de 2014. 

El contrato tuvo por objeto “realizar el mantenimiento, calibración y suministro de repuestos de los espectrofotómetros de absorción atómica marca THERMO FISHER SCIENTIFIC de los laboratorios de Cali y Medellín de la entidad”, se suscribió por un valor de diecinueve millones ochocientos cuarenta y siete mil seiscientos pesos ($19.847.600) incluido el IVA y demás conceptos directos o indirectos, se pactó como forma de pago la cancelación contra entrega de los productos y servicios, tras  la certificación del recibo a satisfacción y la presentación de los documentos que soportan el pago y además se precisó que la apropiación presupuestal prevista para tales efectos era el  Certificado de Disponibilidad Presupuestal No. 163514 del 13 de noviembre de 2014.

Adicionalmente en el contrato se estableció la Supervisión del contrato a través de Jorge Ivén Londoño Escobar y se precisaron los requisitos para la ejecución del contrato, entre ellos: la constitución y aprobación de la garantía única y el registro presupuestal conforme al artículo 71 del Decreto 111 de 1976.
El 23 de diciembre de 2014 el Secretario General de la entidad mediante comunicación interna No. 20142100093883 designó como supervisora del contrato a la señora Verónica Ruiz Solano.
El 11 de diciembre de 2014 la entidad, mediante el formulario de aprobación No. 001000  aprobó la Póliza de Garantía Única ante Entidades Estatales No. 21-44-101183229 expedida por Seguros del Estado S.A.
El día 23 de diciembre de 2014 la empresa INNOVATEK LTDA  radicó ante el SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO la factura No. 8092 con ocasión del servicio prestado  a través contrato 362 de 2014.

Una vez cumplido el objeto contractual por el contratista, el día 31 de diciembre de 2014 la supervisora del contrato, la señora Verónica Ruiz Solano emitió certificación de recibo a satisfacción.

En e-mail del 17 de febrero de 2015 la Coordinadora Grupo de Presupuesto del SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO, informó que el CDP 163514 del 13 de noviembre de 2014 se redujo en su valor total al finalizar la vigencia 2014, dado que en el Grupo de Presupuesto no se recibió acto administrativo para afectarlo con el registro presupuestal correspondiente. Igualmente, reiteró en el correo que el CDP debió afectarse con el contrato 362 de 2014 pero no se recibió en el Grupo de Presupuesto para elaboración del registro presupuestal.

El 03 de febrero de 2015 la Coordinadora Grupo de Contratos y Convenios en consideración a que no fue posible realizar el pago al contratista  radicó ante la Oficina Jurídica del SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO solicitud de inicio de proceso de conciliación prejudicial con el fin de estudiar la viabilidad de cancelar el contrato 362 de 2014 teniendo en cuenta que por un error involuntario no allegó copia del contrato al grupo de Presupuesto del Instituto para el correspondiente registro presupuestal. 

El día 03 de marzo de 2015 el SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO radicó copia de petición de conciliación que se radicaría en la Procuraduría General de la Nación.

El 18 de marzo de 2015 la Procuraduría 125  Judicial II para Asuntos Administrativos en Bogotá admitió la solicitud de conciliación extrajudicial presentada, pero mediante Auto No. 002 del día 24 de marzo de 2015 la remitió  a la Procuraduría para Asuntos Administrativos en Medellín, en razón de la falta de competencia territorial por circunscribirse al lugar donde se ejecuto o debió ejecutarse el contrato, siendo éste Medellín o Cali a prevención del demandante.
Mediante Auto No. 305 del día 14 de abril de 2015 la Procuraduría 107 Judicial II para Asuntos Administrativos en Medellín admitió la solicitud de conciliación extrajudicial y fijó fecha y hora para realizar la audiencia el día 25 de mayo de 2015 a las 11: 00 a.m.
II. ACUERDO CONCILIATORIO
Presentada la solicitud de conciliación, se logró un acuerdo conciliatorio en la Audiencia surtida el día 25 de mayo de 2015 (fl. 52), con las siguientes manifestaciones, por la apoderada de la parte convocante: 

“Se pretende que se reconozca en acta de conciliación la obligación para el servicio geológico Colombiano de pagar a la sociedad INNOVATEK LTDA., la suma de $19.847.600.oo, como contraprestación por los servicios prestados al Instituto en desarrollo del objeto del contrato 362 del 26 de noviembre de 2014. Una vez se aprobada por parte del Juez Administrativo el acta de conciliación y sea notificado el auto de aprobación al Instituto, éste realizará el pago a más tardar dentro de los 30 día siguientes a la notificación del mismo al número de cuenta que la sociedad convocada designe para ello. Allego la respectiva acta en original del 27 de febrero de 2015 de aprobación del Comité de Conciliación del Instituto”

La propuesta anterior fue acogida por el apoderado de parte convocada, como consta en el acta de conciliación, al expresar:
“Aceptamos la propuesta hecha por el Instituto de pagar la suma de $19.847.600.oo y solicitamos que el pago se realice a la cuenta corriente del Banco de Occidente Nro. 23603067-2 a nombre de INNOVATEK LTDA., y solicitamos que se nos notifique la consignación al correo electrónico: contabilidad@innovatek.com.co”
III. CONSIDERACIONES

1. De la procedencia de la conciliación prejudicial y criterios para su aprobación por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

La conciliación es uno de los mecanismos alternativos de solución de los conflictos previstos por nuestra legislación, consistiendo, como lo pregona el artículo 64 de la Ley 446 de 1998, el instrumento a través del cual, dos o más personas gestionan sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral denominado conciliador. Luego, el elemento básico para que pueda entrar a actuar este medio de autocomposición es que haya posiciones encontradas entre dos o más personas, de donde emerge de modo irrefutable que en caso de que no hayan diferencias entre los extremos solicitante y solicitado la conciliación sale sobrando, como quiera que el propósito que se sirve con ella no es otro distinto al de ser fuente de arreglo de eventuales o existentes disputas. 

Son conciliables los asuntos susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación –art. 19 de la Ley 640 de 2001-, al igual que todos los demás que determine la ley –art. 65 de la Ley 446 de 1998-. Y desde el punto de vista de sus efectos, se ha dispuesto que el acuerdo conciliatorio hace tránsito a cosa juzgada y que el acta de conciliación presta mérito ejecutivo.

Ahora bien, capítulo aparte en la Ley 23 de 1991, en la Ley 446 de 1998 y en la Ley 640 de 2001, merece el tema de la conciliación en materia contencioso administrativa, habiéndose previsto que pueden conciliar, total o parcialmente, en las etapas tanto prejudicial como judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de los que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, de reparación directa y contractuales.

Esta disposición fue reiterada como una obligación y requisito de procedibilidad de estos medios de control, en normativa de rango estatutario, cuando el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, adiciona el artículo 42A a la Ley 270 de 1996, que prescribe: “Conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo [Hoy los artículos138, 140 y 141 del CPACA] o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”.

Esta disposición fue declarada exequible por la Corte Constitucional en Sentencia C-713 de 2008 con ponencia de  Clara Inés Vargas Hernández, donde se señaló que:  “Es importante señalar que si bien en el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009 se estableció, como regla general, la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa como requisito de procedibilidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, esta regla general no significa que en todos los asuntos susceptibles de ser discutidos ante esta jurisdicción, deba cumplirse de manera obligatoria con ese requisito.” De modo, que la disposición es una regla general, por tanto, no absoluta y donde se presentarán excepciones.

Ahora bien, el Decreto 1716 de 2009 reglamenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009 y, en general la Conciliación Extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo, donde se reiteran los asuntos susceptibles de conciliación y se excluye tres tipos de asuntos: en primer lugar, los que versen sobre conflictos tributarios; en segundo lugar, los asuntos que deban tramitarse mediante proceso ejecutivo del artículo 75 de la Ley 80 de 1993; y, en tercer lugar,  los asuntos donde la correspondiente acción haya caducado.
En todo caso, como substrato indispensable de la conciliación subyace la existencia de un conflicto real y existente, que no habiéndolo o siendo el mismo fingido o aparente, la conciliación que se active es espuria e insana el eventual arreglo al que se llegue. 

No se olvide que la conciliación contencioso administrativa, siempre es en derecho, como lo indica el artículo 3° de la Ley 640 de 2001, pues se realiza ante autoridades en cumplimiento de funciones conciliatorias, de modo que hay un respeto y protección reforzado del principio de legalidad, razón por la cual se exige la aprobación judicial de la conciliación, por el juez de lo contencioso administrativo.

La regla general prevista en la Ley Estatutaria 270 de 1996, se reitera en el artículo 161 del CPACA que también contempló la conciliación prejudicial en materia contencioso administrativa en las demandas en que se formulen pretensiones relativas a nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. Asimismo, se estableció la posibilidad de conciliar judicialmente las pretensiones una vez instaurado el proceso ordinario en ejercicio de los medios de control señalados en los artículos 138, 140 y 141 de dicha regulación, conforme se puede observar en el numeral 8 del artículo 180 ibídem.
Con relación a los supuestos para la aprobación de los acuerdos conciliatorios, se ha referido el Consejo de Estado, mediante providencia de fecha 26 de Marzo de 2009, M.P. Ramiro Saavedra Becerra, Exp. No.  2007-00014-01(34233), al exponer:
“El artículo 70 de la Ley 446 de 1998 -que modificó el artículo 59 de la Ley 23 de 1991-, dispone que las personas jurídicas de derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, en las etapas prejudicial o judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del Código Contencioso Administrativo; también se podrá conciliar en los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, siempre y cuando en éstos se hubieren formulado excepciones de mérito.

“Por su parte, el artículo 73 ibídem –que le añadió el artículo 65A a la Ley 23 de 1991-, establece que la autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el patrimonio público, teniendo en cuenta así mismo, que conforme a lo dispuesto por el parágrafo 2º del artículo 81 de la Ley 446 –modificatorio del artículo 61 de la Ley 23 de 1991-, no habrá lugar a conciliación cuando la correspondiente acción haya caducado; de acuerdo con lo anterior, los principales criterios que deben ser analizados para efectos de determinar la procedencia de la aprobación del acuerdo conciliatorio al que hayan llegado las entidades estatales, dentro o fuera de un proceso judicial, son: 

“1) Que las partes estén debidamente representadas y que estos representantes tengan capacidad para conciliar.

“2) Que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos disponibles por las partes.

“3) Que la acción no haya caducado.

“4) Que se hayan presentado las pruebas necesarias para soportar la conciliación, es decir, que respalden lo reconocido patrimonialmente en el acuerdo.

“5) Que el acuerdo no sea violatorio de la ley. 

“6) Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público.”

2. Del caso concreto

En el asunto objeto de revisión, el Despacho considera que se cumplen los presupuestos señalados para la aprobación del acuerdo conciliatorio, a saber: 

a) La debida representación de las partes.
Se observa que el acuerdo conciliatorio fue suscrito por la apoderada de la parte convocante, Dra ALEJANDRA MARÍA MANRIQUE PUERTO  de conformidad con el poder que efectuó el Dra. ADRIANA MARÍA PLAZAS TOVAR, Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Servicio Geológico Colombiano (fl. 7), quién ostenta la representación judicial y extrajudicial  de la entidad, en virtud de la delegación que efectuará  el Director General mediante la Resolución  No. 364 del 27 de diciembre de 2013.  Igualmente, se destaca que de conformidad con el poder conferido cuenta con amplias facultades para el buen desempeño del mandato encomendado, entre ellas la de transigir, conciliar  y sustituir.
Adicionalmente, se observa que la apoderada contó con la autorización de conciliar emitida por el Comité de Conciliación del SERVICIO GEOLOGICO COLOMBIANO (fl. 9).
Así mismo, no se discute que la entidad convocada se encuentra debidamente representada, en tanto quien suscribió el acta de conciliación fueron la gerente de la Sociedad INNOVATEK LTDA, Dra HISLEN HERNÁNDEZ RODRÍGUEZ  según consta en el certificado de existencia y representación legal (fl.50-51) y su apoderado judicial, Dr. RAFAEL ALBERTO DE JESÚS TORO VILLEGAS, debidamente constituido mediante poder amplio y suficiente otorgado en la audiencia de conciliación (fl. 52). 
Igualmente, por ser una entidad del orden nacional existía la obligación de vincular a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, como en efecto sucedió con el envío de la solicitud de la conciliación judicial, del cual obra constancia dentro del expediente (fl. 8) y no se presentó a la audiencia de conciliación.
b) Respecto de la materia sobre la cual versó el acuerdo.
El acuerdo versa sobre un asunto contractual de carácter particular y contenido económico, susceptible de conocimiento por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través del medio de control de controversias contractuales previsto en el artículo 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Las partes afirmaron conciliar el pago de la prestación de servicios  prestados por INNOVATEK LTDA, con ocasión del contrato No. 362 de 2014, que no se pudo cancelar por la entidad convocante porque por un error involuntario disminuyo la disponibilidad presupuestal prevista para tales efectos. Por consiguiente, el acuerdo se centró en  un asunto de naturaleza puramente patrimonial, derechos que son plenamente disponibles por las partes. 

c) El respaldo probatorio dentro del expediente es suficiente: 

Sobre el particular, obran los siguientes medios acreditativos: 

· Poder para actuar debidamente otorgado a el apoderado de la parte convocante (fl.7).
· Constancia de envío de solicitud de audiencia de conciliación a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (fl. 8).
· Certificación del Comité de Conciliación del SERVICIO GEOLÓGICO COLOMBIANO expedida el día 27 de febrero de 2015, en la cual consta que mediante Acta No. 4 del mismo día se autorizó presentar formula de conciliación (fl. 20-25).
· Copia del Certificado de Disponibilidad Presupuestal No. 30315 del 05 de marzo de 2015, cuyo objeto es “Pago conciliación extrajudicial- Cto 362 de 2014 con Innovatek Ltda.”

· Constancia de envío de solicitud de audiencia de conciliación a la entidad convocada, INNOVATEK LTDA. (fl. 11-15).

· Documentos y estudios previos que concluyeron con el Contrato 362 de 2014 (fl.16-20), incluyendo copia del Certificado de Disponibilidad Presupuestal No. 163514 del 13 de noviembre de 2014 (fl. 18)

· Constancia de THERMO FISHER SCIENTIFIC mediante la cual certifica que la empresas INNOVATEK LTDA es la única distribuidora autorizada para Colombia de los productos de dicha marca (fl. 21)

· Copia del Registro Único Tributario de INNOVATEK LTDA (fl.22).
· Certificación de pagos de aportes a la seguridad social y parafiscales (fl. 23).
· Certificación de Banco de Occidente sobre la existencia de una cuenta a nombre de la entidad convocada y su número correspondiente.

· Cotización de servicios de INNOVATEK LTDA (fl. 25-26).
· Copia de la Resolución No. 570 del 18 de noviembre de 2014, mediante la cual se autorizó la contratación directa con la empresa INNOVATEK LTDA (fl. 29).
· Copia del Contrato No. 362 de 2014 suscrito entre las partes de la conciliación (fl. 30-33).
· Copia del formulario de aprobación de póliza No. 001000 del 11 de diciembre de 2014 (fl. 34).
· Copia de acta de recibo a satisfacción (fl. 35).
· Copia de factura presentada por INNOVATEK LTDA (fl. 36).
· Copia de la Resolución No. 364 del 27 de diciembre de 2013 (fl. 44).
· Resolución No. 330 del 23 de diciembre de 2013 por medio del cual se nombra a la Jefe de la Oficina Asesora  y Acta de Posesión (fl.45).

· Certificado de Existencia y representación legal de INNOVACIÓN TECNOLOGICA LTDA, INNOVATEK LTDA (fl.50-51).
d) No ser violatorio de la Ley:  

Respecto de la legalidad del acuerdo, es menester recordar que se trata de un asunto contractual regido por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, donde se establecen los derechos y obligaciones de las partes contractuales, así como los requisitos especiales para el perfeccionamiento y ejecución contractual.

En este sentido, el artículo 41 de la Ley 80 de 1993 reguló las condiciones para el perfeccionamiento y ejecución del contrato estatal. Así, en el primer caso, exige lograr el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación, y en el segundo, la aprobación de las garantías  y la existencia de las disponibilidades presupuestales.  Prescribe la disposición:
“Artículo 41. Del perfeccionamiento del contrato. Los contratos del Estado se perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito.

“(Inciso modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007) Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de la existencia de las disponibilidades presupuestales correspondientes, salvo que se trate de la contratación con recursos de vigencias fiscales futuras de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto. El proponente y el contratista deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda.

“Los contratos estatales son intuito personae y, en consecuencia, una vez celebrados no podrán cederse sin previa autorización escrita de la entidad contratante.

[…]

“Parágrafo 1o. <Parágrafo modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> El requisito establecido en la parte final del inciso segundo de este artículo, deberá acreditarse para la realización de cada pago derivado del contrato estatal.

“El servidor público que sin justa causa no verifique el pago de los aportes a que se refiere el presente artículo, incurrirá en causal de mala conducta, que será sancionada con arreglo al régimen disciplinario vigente.

“[…]”

Adicionalmente, el Estatuto Orgánico de Presupuesto, Decreto 111 de 1996, prescribe en el artículo 71 que los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deben contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la apropiación suficiente para atender estos gastos, y a su vez, que estos compromisos deberán contar con registro presupuestal con la finalidad de que los recursos con él financiados no se desvíen a ningún otro fin.  Esta exigencia es tan fuerte, que se prescribe como requisito de perfeccionamiento del “acto administrativo”, noción que también comprende el contrato estatal
.
Por otro lado, el artículo 4 de la Ley 80 de 1993 regula los derechos y deberes de las entidades estatales, incluyendo entre otros los destinados a garantizar el pago a los contratistas, mantener el equilibrio contractual y evitar que por causas imputables a la misma entidad se cause una mayor valor del contrato. Al respecto, prescribe la disposición:
“Artículo  4º.- De los Derechos y Deberes de las Entidades Estatales. Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales: […]
“3o. Solicitarán las actualización o la revista de los precios cuando se produzcan fenómenos que alteren en su contra el equilibrio económico o financiero del contrato.

“[…]

“8o. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación o concurso, o de contratar en los casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión de precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos si fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios.

“Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado.

“[…]

“9o. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse”.
Adicionalmente, los principios orientadores de la contratación estatal -transparencia, economía, responsabilidad y debido proceso- consagran pautas de actuación para las entidades públicas y para los contratistas, orientadas a obtener una contratación respetuosa del ordenamiento jurídico, célere y acorde con las finalidades estatales, dentro de las cuales se consagra la prontitud de los trámites, la pronta solución de las diferencias, la exigencia de disponibilidades presupuestales y la búsqueda de los fines de la contratación estatal.
“Artículo  25º.-    Del Principio de Economía.  En virtud de este principio:  […]
“4o. Los trámites se adelantarán con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirán las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato.

“5o. Se adoptarán procedimientos que garanticen la pronta solución de las diferencias y controversias que con motivo de la celebración y ejecución del contrato se presenten.
“6o. Las entidades estatales abrirán licitaciones o concursos e iniciarán procesos de suscripción de contratos, cuando existan las respectivas partidas o disponibilidades presupuestales.

“[…]

“13. Las autoridades constituirán las reservas y compromisos presupuestales necesarios, tomando como base el valor de las prestaciones al momento de celebrar el contrato y el estimativo de los ajustes resultantes de la aplicación de la cláusula de actualización de precio.”
“Artículo 26º.- Del Principio de Responsabilidad. En virtud de este principio:

“1o. Los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato. […]”

Asimismo, el artículo 27 de  la Ley 80 de 1993 consagra el equilibrio económico contractual como principio, derecho y obligación de las partes, previendo alternativas y opciones que permitan contrarrestar las circunstancias que menoscaben la conmutatividad contractual.
“Artículo  27º.- De la Ecuación Contractual. En los contratos estatales se mantendrá la igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar, según el caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas necesarias para su restablecimiento.

“Para tales efectos, las partes suscribirán los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantías, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibilidades de la apropiación de que trata el numeral 14 del artículo 25. En todo caso, las entidades deberán adoptar las medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos pagos y reconocimientos al contratista en la misma o en la siguiente vigencia de que se trate.”
En este sentido, el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública consagró como pauta hermenéutica contractual  el “equilibrio entre prestaciones y derechos que caracteriza a los contratos conmutativos”  -artículo 28- y se estableció el uso de mecanismos de solución directa de controversias contractuales como una alternativa válida para solucionar las diferencias y discrepancias de forma ágil, rápida y directa –artículo 68-.
En el caso concreto, se acreditó el cumplimiento de las formalidades previstas para la contratación estatal, los estudios previos, la justificación de la causal de contratación directa y la existencia de las disponibilidades presupuestales que permitieron la suscripción del Contrato No. 362 de 2014. Adicionalmente, se encuentran pruebas de la aprobación de las garantías previstas para el caso concreto y de la ejecución del objeto contractual, esta última circunstancia soportada en el acta de recibo a satisfacción suscrita por la supervisora del contrato --.

Sin embargo,  el quid  del asunto reside en que no se hicieron los trámites administrativos pertinentes para expedir el registro presupuestal que afectara la disponibilidad y garantizara la destinación de los recursos para ese contrato. En consecuencia, existió un incumplimiento de una de las obligaciones de la entidad estatal, que  impediría el pago de los servicios prestados con ocasión del contrato suscrito entre el SERVICIO GEOLÓGICO COLOMBIANO y la empresa INNOVACIÓN TECNOLÓGICA LTDA – INNOVATEK LTDA, circunstancia que conllevaría a una eventual demanda para la entidad pública que conlleve no sólo el pago del objeto contractual sino mayores costos con ocasión de la mora en el pago.

En consecuencia, se presenta un conflicto de carácter económico que puede ser gestionado y resuelto mediante la conciliación, puesto que existe el derecho del contratista de recibir la retribución por los servicios prestados y el deber de la entidad estatal de pagar y respetar los derechos del contratista, además, el acuerdo respeta los principios de la contratación estatal. 

Por lo anterior, la conciliación celebrada entre las partes respeta la normatividad aplicable, en tanto se reconoció el pago de los servicios efectivamente prestados y contratados por la entidad pública, circunstancia con la que se evita un futuro conflicto jurídico ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

e) Respecto a la no afectación del patrimonio público

En relación con este aspecto el Consejo de Estado ha precisado que en el ámbito de lo contencioso administrativo, la conciliación por versar sobre aspectos que involucran el compromiso del patrimonio público tiene ciertas limitaciones orientadas a su protección y se circunscriben, básicamente a la existencia de soportes probatorios necesarios y suficientes del objeto de la conciliación.
“(…) la conciliación es un instituto de solución directa de los conflictos, constituida a partir de la capacidad dispositiva de las partes y cuya bondad como fórmula real de paz y como instrumento de descongestión de los despachos judiciales está suficientemente demostrada.

“En tratándose de materias administrativas contenciosas para las cuales la Ley autoriza el uso de este mecanismo, dado el compromiso del  patrimonio público que le es inherente, la Ley establece exigencias especiales que debe tomar en cuenta el juez a la hora de decidir sobre su aprobación.

“Entre dichas exigencias la Ley 446 de 1998, en el último inciso del artículo 73, prescribe que el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesarias” que permitan deducir una alta probabilidad de condena contra el Estado en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones pertinentes, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o violatorio de la Ley (…)
”

Teniendo en cuenta el material probatorio arrimado en el expediente y con base en lo anteriormente expuesto, el Despacho no vislumbra una afectación al patrimonio público porque  se encuentra que las sumas dinerarias reconocidas a favor de la entidad convocada están claramente soportadas en una obligación de la entidad pública de pagar la prestación de servicios, que recibió la entidad con ocasión del Contrato No. 362 de 2014, pactada por un valor que asciende a la suma de diecinueve millones ochocientos cuarenta y siete mil seiscientos pesos ($19.847.600) incluido el IVA y demás conceptos directos o indirectos, sin existir diferencia entre el valor del contrato y la suma dineraria reconocida en la conciliación; además, que con esta conciliación, se puso fin a un eventual litigio, sin quedar pendiente ninguna situación. 

f) Respecto de la caducidad de la acción:

De conformidad con el literal j) del numeral 2) artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- Ley 1437 de 2011, prescribe que cuando la demanda sea relativa a contratos el término para demandar será de dos (2) años  a partir de la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento.
El acuerdo que se revisa tiene como presupuestos hechos acontecidos a partir del 26 de noviembre de 2014, en consecuencia, se encuentra dentro de la oportunidad legal para conciliar y acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  .
En conclusión, acreditado que el acuerdo conciliatorio contenido en el acta del 25 de mayo de 2015, se encuentra debidamente respaldado en el acervo probatorio allegado al expediente y que no resulta lesivo para el patrimonio público, se procederá a impartir aprobación al mismo.  
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,

RESUELVE

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado el día 25 de mayo de 2015, entre el SERVICIO GEOLÓGICO COLOMBIANO y la empresa INNOVACIÓN TECNOLÓGICA LTDA – INNOVATEK LTDA. 

SEGUNDO: En consecuencia, el SERVICIO GEOLÓGICO COLOMBIANO, deberá reconocer y pagar a favor de la empresa INNOVACIÓN TECNOLÓGICA LTDA – INNOVATEK LTDA la suma de diecinueve millones ochocientos cuarenta y siete mil seiscientos pesos ($19.847.600), como contraprestación por los servicios prestados a la entidad en desarrollo del objeto del contrato No. 362 de 2014, dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación del presente auto, en la cuenta que para el efecto se designe por la empresa.
TERCERO: Una vez en firme la presente providencia, por medio de Secretaría, expídase copia auténtica con constancia de ser primera copia que presta mérito ejecutivo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 114 del Código General del Proceso, la cual será entregada al mandatario judicial de los demandantes o a quien éste faculte, previa presentación personal del escrito de autorización.
CUARTO: Notifíquese personalmente la presente providencia, al representante del Ministerio Público, esto es, al señor Procurador asignado a este Despacho.

QUINTO: En firme esta providencia, pase el expediente para su archivo.
NOTIFÍQUESE

JORGE HUMBERTO CALLE LÓPEZ

JUEZ

	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 25 de junio de 2015 fijado a las 8 a.m.

MIRYAM DUQUE BURITICÁ

SECRETARIA 



NOTIFICACIÓN PERSONAL

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN

Medellín, _______________________________________

COMPARECIÓ LA SEÑORA PROCURADOR JUDICIAL DELEGADO ANTE 

ESTE DESPACHO QUIEN SE LE NOTIFICO PERSONALMENTE 

EL CONTENIDO DEL AUTO ANTERIOR.

____________________________________________

PROCURADOR JUDICIAL No 167

L.A.A.
� Artículo   71. Decreto 111 de 1996. “Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.


“Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.


“En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos del crédito autorizados.


“Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el presupuesto general de la Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será requisito esencial y previo la obtención de un certificado de viabilidad presupuestal, expedido por la dirección general del presupuesto nacional en que se garantice la posibilidad de atender estas modificaciones.


“Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (L. 38/89, art. 86; L. 179/94, art. 49).”


� Consejo de Estado. Sección Tercera, Sentencia del 29 de enero de 2004. C.P Alier Eduardo Hernández Enríquez, Exp. 850012331000200300091 01,  
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